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Exp. 17001-33-33-004-2019-00399-02

Régimen exceptuado en salud del personal docente.

Objeto: Solicitó la accionante, la protección de los derechos invocados y, en consecuencia, se ordene a la Fiduprevisora y a Cosmitet regularizar la afiliación al régimen especial de salud de que gozan los maestros activos y jubilados en Colombia.

ACCIÓN DE TUTELA / Protección de los derechos invocados / EXCEPCIÓN EN SALUD DEL PERSONAL DOCENTE /

Problema Jurídico: Determinar si con la negativa de afiliación de la accionante al régimen exceptuado en salud de los docentes le están siendo vulnerados sus derechos fundamentales a la salud y a la seguridad social.
Tesis: La señora Álvarez Alzate recibe pensión docente reconocida mediante Resolución 377 de abril 25 de 2014, y que en el referido acto administrativo se ordenaron los descuentos pertinentes a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 
De igual forma, resultó demostrado en la actuación que a la señora Álvarez Alzate le fueron ordenados medicamentos por parte de la EPS Cosmitet, por lo que entiende esta Sala de Decisión como una confusión la afiliación de la misma a la EPS Medimás y la negativa de las entidades accionadas a corregir esa situación a todas luces irregular.
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS

-Sala de Decisión-

Magistrado Ponente: Augusto Ramón Chávez Marín

S. 185
Asunto:

Sentencia de segunda instancia

Acción:


Tutela

Radicación:

17001-33-33-004-2019-00399-02
Accionante:
María Libia Álvarez Alzate
Accionado: 
Fiduprevisora, Cosmitet y Medimas EPS
Aprobado en Sala Extraordinaria de Decisión, según consta en Acta nº 048 del 17 de septiembre de 2019
Manizales, diecisiete (17) de septiembre de dos mil diecinueve (2019).

ASUNTO

Se decide sobre la impugnación presentada por la accionante contra la sentencia del trece (13) de agosto de dos mil diecinueve (2019), proferida por el Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Manizales, que negó la tutela de los derechos fundamentales reclamada por la señora María Libia Álvarez Alzate contra Fiduprevisora, Cosmitet y Medimas EPS.
COMPETENCIA

Esta Corporación es competente para conocer de la presente acción de tutela, de conformidad con lo establecido por el Decreto 2591 de 1991 en concordancia con el artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015
.

TRÁMITE PROCESAL DE PRIMERA INSTANCIA

El día 29 de julio de 2019, la señora María Libia Álvarez Alzate, actuando a través de Defensor Público, presentó acción de tutela contra la Fiduprevisora y Cosmitet (fls. 1 y 2, C.1), correspondiendo su conocimiento, por reparto, al Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Manizales, quien a través de auto calendado el 29 de julio del mismo año, admitió la solicitud de tutela y dispuso la vinculación de Medimás EPS (fl. 13, ibídem).

Dentro del término otorgado para tal efecto, las entidades enjuiciadas se pronunciaron frente a la acción incoada mediante memoriales visibles de folios 17 a 18, 24 a 25 y 27 a 29.

El 13 de agosto de la presente anualidad, el Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Manizales, profirió sentencia en el asunto de la referencia, en la que negó la tutela de los derechos fundamentales de la accionante (fls. 37 a 44, C.1).

A través de escrito que reposa de folios 47 a 48 del cuaderno principal, la accionante impugnó el fallo de primera instancia, recurso que fue concedido por auto del 21 de agosto de la presente anualidad (fl. 59, C.1).

TRÁMITE PROCESAL DE SEGUNDA INSTANCIA

Para conocer de la impugnación presentada, el expediente fue repartido a este Tribunal el 21 de agosto del presente año, y allegado el día siguiente al Despacho de este Magistrado Ponente.

ANTECEDENTES
Hechos

El siguiente es el resumen de los hechos relevantes expuestos por la parte actora en su solicitud de amparo.

Manifestó que fue empleada del magisterio y se pensionó del FOPEP y de la Fiduprevisora en los años 2010 y 2014, respectivamente.
Expuso que en su vida laboral y de pensionada ha recibido los servicios de salud suministrados en el régimen especial de los maestros en Cosmitet, salvo los 4 años que estuvo afiliada a la EPS SOS, entre los 2010 y 2015.  
Indicó que desde el año 2015 a la fecha ha estado afiliada ininterrumpidamente a Cosmitet, recibiendo los servicios de salud cuando los ha requerido. 
Sostuvo que el 26 de junio de 2019 se acercó a Cosmitet a pedir una cita, pero en dicha institución se le informó que aparecía afiliada a la EPS Medimás por lo que debía dirigirse a esa EPS para pedir su cita.
Añadió que el 27 de junio de 2019 solicitó a Medimás un certificado de afiliación para regularizar su situación, en el cual, erróneamente se indica que está afiliada a esa EPS desde el 2017.  
Expuso que según respuesta emitida por Fiduprevisora a petición presentada el 2 de julio de 2019, su afiliación a Cosmitet se dio el 1° de enero de 1990 y su estado actual es “retirado”.
Continuó indicando que el 22 de julio de 2019 solicitó su retiro ante Medimás EPS para poder realizar el trámite de regularización como usuaria de Cosmitet, pero mediante respuesta del 23 de julio del mismo año, fue negado su retiro por no figurar en el sistema ningún proceso de traslado con otra EPS. 
Aseveró que a la fecha no ha obtenido respuesta clara respecto de su solicitud de afiliación a la EPS de los maestros, y todos los tratamientos médicos que venía adelantando en Cosmitet se encuentran suspendidos debido al cambio de EPS del que fue objeto sin su consentimiento. 
Derechos que se alegan vulnerados

Consideró la accionante que en el presente asunto se vulneran sus derechos fundamentales a la salud y de petición.
Pretensiones

Solicitó la accionante, la protección de los derechos invocados y, en consecuencia, se ordene a la Fiduprevisora y a Cosmitet regularizar la afiliación al régimen especial de salud de que gozan los maestros activos y jubilados en Colombia.
Solicitó también que por parte de Cosmitet le sea autorizado el servicio médico que requiere. 

CONTESTACIÓN AL ESCRITO DE TUTELA
- Corporación Servicios Médicos Internacionales Them & Cia. Ltda. – Cosmitet Ltda., contestó la tutela en los términos que a continuación se resumen (fls. 17 a 18, C.1):
Indicó que Cosmitet es una EPS que presta sus servicios conforme al contrato de prestación de servicios suscrito con la Fiduprevisora, que es la entidad que se encarga de la afiliación y el aseguramiento, por lo que la tutela no procede contra esa EPS.
Agregó que su función como contratista es recibir mensualmente la base de datos de la población asegurada por parte de la Fiduprevisora y atender y brindar las coberturas del modelo de salud del magisterio a dicha población.    
Por lo anterior indicó que deben negarse las pretensiones de la tutela en su contra.

- Consorcio FOPEP, contestó la tutela mediante memorial visible de folios 24 a 25, en los términos que a continuación se resumen:
Señaló que la señora Álvarez Alzate se encuentra incluida en nómina general del Fondo de Pensiones Públicas del Nivel Nacional administrada por el FOPEP 2015, como pensionada de Cajanal hoy UGPP, percibiendo una pensión gracia desde diciembre de 2010, fecha desde la cual sus aportes fueron girados al Fosyga (hoy Adres) hasta el mes de mayo de 2011, en el mes de junio de 2011 los aportes fueron girados a la EPS SOS y a partir de noviembre de 2017 las deducciones por salud han sido giradas a la EPS Medimás.    
Indicó que los aportes se giran automáticamente a la EPS que aparece registrada en la Base de Datos Única de Afiliados administrada por ADRES, por lo que los aportes de la señora Álvarez Alzate se giran a la EPS Medimás a la que figura afiliada.    
Aseveró que frente al requerimiento elevado por la accionante tendiente a que sus aportes fueran girados al ADRES, se le solicitó que aportara un certificado expedido por Fiduprevisora en el que constara su afiliación al régimen de excepción, sin embargo, en el documento aportado figuraba en estado “retirada”.    
Expuso que no es competencia del FOPEP gestionar la afiliación a alguna EPS del régimen contributivo.  
Indicó que las peticiones presentadas por la accionante el 27 de junio y el 11 de julio de 2019, fueron contestadas en término, el 3 de julio y el 19 de julio de 2019, respectivamente.
Por lo expuesto solicitó que se niegue la acción de tutela interpuesta.
- Medimás EPS, contestó la tutela mediante memorial visible de folios 27 a 29. 

Indicó que la accionante tiene una afiliación con Medimás EPS en calidad de cotizante pensionado desde el 1° de octubre de 2017 hasta la fecha. 

Por lo anterior señaló que las pretensiones de la demanda no son de su resorte y que se configura falta de legitimación en la causa por pasiva de su parte, pues no está vulnerando derecho fundamental alguno de la accionante.  
LA PROVIDENCIA IMPUGNADA

Tras efectuar el análisis fáctico y jurídico correspondiente, a través de providencia del 13 de agosto de 2019, el Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Manizales negó la tutela de los derechos fundamentales invocados por la accionante.

Consideró la Juez a quo que el hecho de que la accionante perciba pensión gracia por parte de la UGPP, no implica que aquella se encuentre afiliada al FOMAG, caso en el cual debería recibir los servicios asistenciales en salud a través del régimen de excepción.   
Sostuvo la Juez de primera instancia que según consulta realizada por el Despacho en la Secretaría de Educación del Municipio de Manizales, la accionante se encuentra retirada desde mayo de 2011 y en su hoja de vida no aparece resolución de pensión por parte del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.
Por lo anterior, consideró que la accionante no cumple los requisitos para estar afiliada al régimen de excepción en salud del  magisterio, al no estar afiliada al FOMAG, por lo que, encontrándose afiliada actualmente a una EPS del régimen contributivo en salud, tiene garantizados sus derechos en salud.
Por lo anterior, la juez a quo negó la acción de tutela solicitada.   

IMPUGNACIÓN DEL FALLO
Inconforme con la decisión, a través de escrito visible de folios 48 a 49 del cuaderno principal, la accionante impugnó la sentencia de primera instancia. 
Como fundamento de su impugnación indicó que sí se encuentra afiliada al FOMAG en tanto su pensión ordinaria fue reconocida por la Fiduprevisora, razón por la cual sus servicios de salud deben ser prestados por el régimen especial de los docentes.  
Por lo anterior señaló que el juzgador de instancia está desconociendo que Fiduprevisora no ha querido darle solución a la reclamación de la accionante, pues es esa entidad la que tiene que regularizar su afiliación a Cosmitet para que Medimás autorice su retiro. 
Finalmente refirió que resulta absurdo que se diga que se encuentra afiliada a Medimás desde 2017, cuando tiene órdenes médicas de atención de la presente vigencia en Cosmitet y no existe solicitud de traslado por su parte.
Por lo anterior solicitó la revocatoria del fallo impugnado, y en su lugar, se acceda a las pretensiones de la tutela.

CONSIDERACIONES DEL TRIBUNAL

Fundamento y naturaleza jurídica de la acción de tutela

El fundamento constitucional de la acción de tutela se encuentra contenido en el artículo 86 de la Carta Política, que a la letra expresa:
Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe en su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública.

La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, este lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  (…).

Pretendió entonces el constituyente, garantizar mediante la acción de tutela, la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales de toda persona cuando quiera que se encuentren vulnerados o amenazados por acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares en los casos legalmente previstos, siempre y cuando no exista otro medio de defensa judicial igualmente eficaz y oportuno para protegerlos; incluso en presencia de otro mecanismo judicial, es procedente la protección por vía de tutela, cuando de evitar un perjuicio irremediable se trata
.

No puede perderse de vista que la acción de tutela es de naturaleza residual y subsidiaria
, y no está diseñada para reemplazar las acciones judiciales ordinarias a las cuales la persona puede acudir para hacer valer sus derechos. La acción de tutela como mecanismo de protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales debe ser entendida como un instrumento integrado al ordenamiento jurídico, de manera que su efectiva aplicación sólo tiene lugar cuando dentro de los diversos medios que aquél ofrece para la realización de los derechos, no exista alguno que resulte idóneo para proteger instantánea y objetivamente el que aparece vulnerado o es objeto de amenaza
.

El problema jurídico que se debe resolver

De conformidad con las peticiones que sustentan el escrito de amparo, y los argumentos expuestos por la accionante en su escrito de impugnación, la Sala debe determinar si con la negativa de afiliación de la accionante al régimen exceptuado en salud de los docentes le están siendo vulnerados sus derechos fundamentales a la salud y a la seguridad social.

Afiliación al régimen de excepción en salud del personal docente 

Sobre la afiliación del personal docente al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, la Ley 91 de 1989 establece:
Artículo 4º.- El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, atenderá las prestaciones sociales de los docentes nacionales y nacionalizados que se encuentren vinculados a la fecha de la promulgación de la presente Ley, siempre con observancia del artículo 2, y de los que se vinculen con posterioridad a ella. Serán automáticamente afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, los docentes nacionales y nacionalizados que se encuentren vinculados a la fecha de la promulgación de la presente Ley, quienes quedan eximidos de requisito económico de afiliación. Los requisitos formales que se exijan a éstos, para mejor administración del Fondo, no podrán imponer renuncias a riesgos ya asumidos por las entidades antecesoras, las cuales reconocerán su respectivo valor en los convenios interadministrativos. El personal que se vincule en adelante, deberá cumplir todos los requisitos de afiliación de naturaleza formal o normativa y económica.
Y sobre la afiliación de los docentes pensionados a dicho fondo, la Corte Constitucional, pronunciándose sobre la constitucionalidad del artículo 6° de la Ley 91 de 1989, indicó
:   
“En este caso, la disposición demandada excluye de sus consecuencias jurídicas un evento que tenía que estar contenido en el texto normativo cuestionado, como es la representación de los ex docentes pensionados en el Consejo Directivo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales. Al respecto cabe reiterar que las decisiones que se adopten en el Consejo Directivo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales afectan directamente los intereses de los ex docentes pensionados, pues este fondo tiene entre otras funciones efectuar el pago de sus prestaciones sociales y  garantizar la prestación de sus servicios médico-asistenciales, los cuales tienen una incidencia profunda en los derechos fundamentales y en la calidad de vida de los ex docentes pensionados.” (Subraya la Sala)
Y sobre los objetivos de dicho fondo, el artículo 5 de la mencionada ley prevé:

Artículo 5º.- El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, tendrá los siguientes objetivos:
1.- Efectuar el pago de las prestaciones sociales del personal afiliado.

2.- Garantizar la prestación de los servicios médico-asistenciales, que contratará con entidades de acuerdo con instrucciones que imparta el Consejo Directivo del Fondo.
(…)
Sobre el tema el Decreto 2353 de 2015 establece:
Artículo 82. Regímenes exceptuados o especiales y afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud. Las condiciones de pertenencia a un régimen exceptuado o especial prevalecen sobre las de pertenencia al régimen contributivo y deberá afiliarse a los primeros. En consecuencia, no podrán estar afiliados simultáneamente a un régimen exceptuado o especial y al Sistema General de Seguridad Social en Salud como cotizantes o beneficiarios, o utilizar los servicios de salud en ambos regímenes.
 Los miembros del núcleo familiar de las personas cotizantes que pertenecen a alguno de los regímenes exceptuados o especiales deberán pertenecer al respectivo régimen exceptuado o especial, salvo que las disposiciones legales que los regulan dispongan lo contrario.
 Los regímenes exceptuados o especiales establecidos legalmente tendrán la obligación de reportar al Sistema de Afiliación Transaccional la información de identificación y estado de afiliación de su población afiliada.
 
Cuando la persona afiliada como cotizante a un régimen exceptuado o especial o su cónyuge, compañero o compañera permanente tenga una relación laboral o ingresos adicionales sobre los cuales esté obligado a cotizar ai Sistema General de Seguridad Social en Salud deberá efectuar la respectiva cotización al Fondo de Solidaridad y Garantía-FOSYGA o quien haga sus veces. Los servicios de salud serán prestados, exclusivamente a través del régimen exceptuado o especial y podrá recibir las prestaciones económicas que reconoce el Sistema General de Seguridad Social en Salud en proporción al ingreso base de cotización por el que efectuó los aportes al Sistema. Para tal efecto, el aportante tramitará su pago ante el FOSYGA o quien haga sus veces.
 
Cuando las disposiciones legales que regulan el régimen exceptuado o especial no prevean la afiliación de cotizantes distintos a los de su propio régimen, el cónyuge, compañera o compañero permanente, incluyendo las parejas del mismo sexo, obligado a cotizar deberá afiliarse en el Sistema General de Seguridad Social en Salud y los beneficiarios quedarán cubiertos por el régimen de excepción o especial. Si el régimen de excepción o especial no prevé la afiliación del grupo familiar o la composición del núcleo familiar según lo previsto en el presente decreto, el obligado a cotizar al Sistema General de Seguridad Social en Salud y sus beneficiarios se afiliarán a este último.
Hechos probados 

- A la señora María Libia Álvarez Alzate le fue reconocida pensión vitalicia de jubilación mediante Resolución 377 de abril 25 de 2014, por haber prestado servicios como docente nacionalizado. 
En el artículo cuarto del referido acto administrativo se dispuso que el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio descontaría de cada mesada pensional el 12.5% en concordancia con las leyes 91 de 1989, 812 de 2003, 1122, 1151 de 2007 y 1250 de 2008 (fl. 57, C.1).
- Según fórmulas médicas de fecha 6 de mayo de 2019, a la accionante le fue ordenado el suministro de medicamentos por la EPS Cosmitet (fls. 49 a 52 ídem).     
Examen del caso concreto
Examinadas la normativa aplicable al asunto y las probanzas arrimadas a la actuación constitucional, observa esta Sala de Decisión que la señora Álvarez Alzate cumple con los requisitos para pertenecer al régimen exceptuado en salud establecido para los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.

Así, se tiene que la señora Álvarez Alzate recibe pensión docente reconocida mediante Resolución 377 de abril 25 de 2014, y que en el referido acto administrativo se ordenaron los descuentos pertinentes a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.
De igual forma, resultó demostrado en la actuación que a la señora Álvarez Alzate le fueron ordenados medicamentos por parte de la EPS Cosmitet, por lo que entiende esta Sala de Decisión como una confusión la afiliación de la misma a la EPS Medimás y la negativa de las entidades accionadas a corregir esa situación a todas luces irregular.
Conclusiones

En ese sentido, atendiendo el tenor literal de las normas citadas, según las cuales “las condiciones de pertenencia a un régimen exceptuado o especial prevalecen sobre las de pertenencia al régimen contributivo y deberá afiliarse a los primeros”, esta Sala de Decisión dispondrá que por parte de la Fiduprevisora se regularice el estado de afiliación de la señora María Libia Álvarez Alzate al régimen exceptuado en salud administrado por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.   
De igual forma, procederá la Fiduprevisora a adelantar las gestiones administrativas pertinentes para la actualización y/o corrección de los datos de la señora María Libia Álvarez Alzate en la Base de Datos Única de Afiliados y para que se permita su retiro por parte de la EPS Medimás y la prestación de servicios por Cosmitet.
Para la notificación de esta providencia, dando aplicación a lo dispuesto por los artículos 16 y 31 del Decreto 2591 de 1991, se dispondrá enviar sendos telegramas a las partes; en ellos se consignará la información necesaria al respecto.

Se ordenará remitir la actuación a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión, según lo consagrado en el artículo 32 del referido decreto.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CALDAS, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

FALLA
Primero.  REVÓCASE la sentencia del trece (13) de agosto de dos mil diecinueve (2019), proferida por el Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Manizales, dentro de la actuación promovida por la señora María Libia Álvarez Alzate contra la Fiduprevisora, Cosmitet y Medimás EPS, en su lugar:
Segundo.  TUTÉLANSE los derechos fundamentales a la salud y a la seguridad social de la señora María Libia Álvarez Alzate, vulnerados por la Fiduprevisora S.A., Cosmitet Ltda. y Medimás EPS.  En consecuencia,
Tercero.   ORDÉNASE a la Fiduprevisora S.A. que en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, regularice la afiliación de la señora María Libia Álvarez Alzate al régimen exceptuado en salud administrado por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

Adelantará en ese mismo término, las gestiones administrativas que sean pertinentes ante Medimás EPS y Cosmitet Ltda., para que por parte de esas entidades, se permita la cancelación de la afiliación de la señora María Libia Álvarez Alzate a la primera, y la prestación de servicios en salud por parte de la segunda entidad. 
Cuarto.   ORDÉNASE a Medimás EPS y Cosmitet Ltdaa. que en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, en coordinación con Fiduprevisora S.A., adelanten las gestiones pertinentes para cancelar la afiliación de la señora María Libia Álvarez Alzate a Medimás EPS y restablecer la prestación de los servicios de salud a la misma por parte del Cosmitet Ltda.    
Quinto.    NOTIFÍQUESE la presente providencia por el medio más eficaz o en la forma señalada en los artículos 30 del Decreto 2591 de 1991 y 5º del Decreto 306 de 1992.

Sexto.   Contra la presente decisión no procede recurso alguno.  Ejecutoriada la misma, ENVÍESE el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

Séptimo.    INFÓRMESE al Juzgado de origen el contenido de la decisión adoptada en esta providencia.

Octavo.  HÁGANSE las anotaciones correspondientes en el programa informático “Justicia Siglo XXI”.
Notifíquese y cúmplase

Los Magistrados,

AUGUSTO RAMÓN CHÁVEZ MARÍN
PUBLIO MARTÍN ANDRÉS PATIÑO MEJÍA
        Ausente con permiso

CARLOS MANUEL ZAPATA JAIMES
� Por medio del cual se establecen las reglas para el reparto de la acción de tutela.


� H. Corte Constitucional. Sala Octava de Revisión. Sentencia T-983 de 13 de septiembre de 2001. Magistrado Ponente: Dr. Álvaro Tafur Galvis. Referencia: expediente T-374.212. Acción de tutela instaurada por José David Pascuas contra la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura.


� H. Corte Constitucional. Sala Novena de Revisión. Sentencia T-585 del 29 de julio de 2002. Magistrada Ponente: Dra. Clara Inés Vargas Hernández. Referencia: expediente T-580526. Acción de tutela promovida por Gilberto Romero Atencio y Otros contra el municipio de Magangué, Bolívar.


� Para la Corte Constitucional, “(…) el primer llamado a proteger los derechos constitucionales no es el juez de tutela, sino el ordinario, ya que la tutela está reservada para enfrentarla absoluta inoperancia de los distintos mecanismos dispuestos para la protección de los derechos de las personas, no para suplirlos, pues de otra manera tendría que aceptarse que, más temprano que tarde, a acción de tutela perdería completamente su eficacia (…)” [Corte Constitucional, Sentencia T-364 del 10 de mayo de 2002, M.P. Jaime Córdova Triviño.]


� Sentencia C-1053 de 2012





_1347167187

